
Proyecto de Ley

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

Ley

Artículo 1°: Modifícase el artículo 6º de la Ley 13.433, el que quedará redactado de la siguiente forma:
“Art. 6° - Casos en los que procede. La Oficina de Resolución Alternativa de Conflictos departamental deberá tomar intervención en cada caso en que los Agentes Fiscales deriven una Investigación Penal Preparatoria, siempre que se trate de causas correccionales. 

Sin perjuicio de lo anterior, se consideran casos especialmente susceptibles de sometimiento al presente régimen. 
a) Causas vinculadas con hechos suscitados por motivos de familia, convivencia o vecindad. 

b) Causas cuyo conflicto es de contenido patrimonial. 

En caso de causas en las que concurran delitos, podrán tramitarse por el presente procedimiento, siempre que la pena máxima no excediese de seis años. 

No procederá el trámite de la mediación penal en aquellas causas que: 

a) La o las víctimas fueran personas menores de edad, con excepción de las seguidas en orden a las Leyes 13.944 y 24.270. 

b) Los imputados sean funcionarios públicos, siempre que los hechos denunciados hayan sido cometidos en ejercicio o en ocasión de la función pública. 

c) Causas dolosas relativas a delitos previstos en el Libro Segundo del Código Penal, Título 1 (Capítulo 1 - Delitos contra la vida); Título 3 (Delitos contra la integridad sexual); Título 6 (Capítulo 2 - Robo). 

d) Causas por violencia familiar y/o de género comprendidas en disposiciones constitucionales (Art. 75 inc.22 CN), Ley Nº 24.632 (Convención de Belem do Pará), y  leyes 26.485 y 12.569 
e) Título 10 Delitos contra los Poderes Públicos y el orden constitucional. 

No se admitirá una nueva mediación penal respecto de quien hubiese incumplido un acuerdo en un trámite anterior, o no haya transcurrido un mínimo de cinco años de la firma de un acuerdo de resolución alternativa de conflictos penal en otra investigación. 

A los fines de garantizar la igualdad ante la ley, el Ministerio Público deberá arbitrar mecanismos tendientes a unificar el criterio de aplicación del presente régimen.”
Artículo 2°: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente en el término de noventa (90) días contados desde su promulgación.
Artículo 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Con el entendimiento que es fundamental revisar las legislación existente desde una perspectiva de género, y teniendo en cuenta la experiencia y los saberes que se adquieren en la práctica, en la puesta en acto de las normas,  es que consideramos de suma importancia la modificación del art. 6 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos Penales, Nº 13.433, a fin de  que quede explicitado que no es procedente la mediación o conciliación cuando se trata de causas por violencia familiar y/o de género, de las comprendidas en disposiciones constitucionales (Art. 75 inc.22 CN), Ley Nº 24.632 (Convención de Belem do Pará), y  leyes 26.485 y 12.569. 

La mediación u otros métodos alternativos, son herramientas que colaboran o posibilitan la resolución negociada de conflictos, mediante acuerdos que implican  igualdad de condiciones para poder negociar y lograr arreglos que beneficien a las partes involucradas. 

Pero en algunas situaciones, como la violencia familiar, la violencia doméstica y/o la violencia de género, los métodos alternativos de resolución de conflicto, como la mediación,  se encuentran contraindicados, precisamente porque no se dan las condiciones de paridad que supone toda negociación. Se trata de relaciones asimétricas y por lo tanto en las que las partes se encuentran en diferentes y desiguales condiciones para llevar adelante dicha negociación y en la que, de someterlas en un mismo ámbito se efectúa una discriminación contra la parte desfavorecida.

Cuando lo que media es la violencia, una situación particular de control, dominio y sometimiento que se expresa en distintas formas, es responsabilidad del Estado garantizar el cese de la misma y la protección de quien vea vulnerados sus derechos.

La Ley provincial 12569, en su art. 11 manifiesta que adoptadas las medidas enunciadas en el artículo 7, el Juez o Tribunal interviniente citará a las partes, en días y horas distintos y en su caso al Ministerio Público, a audiencias separadas, contando con los informes requeridos en los artículos 8 y 9. 

El Decreto 2875/05, aclara que el procedimiento establecido en el artículo 11 de la Ley 12.569  “no podrá implementarse a través del Instituto de la Mediación”. 
A su vez la Ley Federal 26.485, en su Artículo 28, in fine,   establece expresamente que  “Quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación”.
Estas prohibiciones recogen la vasta experiencia práctica, procesada durante años,  teorizada y recomendada por profesionales e instituciones de reconocida trayectoria en materia de atención de mujeres víctimas de violencia. 

Si bien estos criterios se aplican en algunos departamentos judiciales,  persisten en otros las órdenes de intervención de las oficinas de mediación en casos de violencia familiar. Por este motivo es necesario dejar sentado expresamente que este procedimiento no es aplicable a situaciones de violencia familiar y/o de género, incorporándolo a las excepciones que enumera el artículo 6 de la ley 13.433. De esta manera será posible sostener un comportamiento uniforme al respecto en toda la Provincia.

Asimismo, cabe mencionar también la Ley 24.632, a través de la cual nuestro país ratificó la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer “Convención de Belem do Pará” en su Artículo 7 y 8 hace referencia al papel de los Estados Partes, y la Ley 23.179, de aprobación de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (conocida por sus siglas en inglés, CEDAW – de la ONU), en su Artículo 2, en donde se deja asentado que los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas.

Por todo lo expuesto solicito a este cuerpo que acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto.

